Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 8 minutos) 
Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 
“Nota con solicitud de audiencia de la Intergremial Marítima”. 


-Cabe recordar que hay un conflicto pesquero, aunque la solicitud de audiencia a esta 
Comisión tendría más que ver con un problema estructural; también han hecho lo propio con las 
Comisiones de Ganadería, Agricultura y Pesca y la de Asuntos Laborales y Seguridad Social. Por lo 
tanto, si los señores Senadores están de acuerdo, recibiríamos a la Intergremial Marítima en la próxima 
reunión. 


(Apoyados) 


-Mientras esperamos a que llegue el señor Senador Abreu, porque es parte de los firmantes - 
junto con el señor Senador Heber- de la propuesta presentada con respecto a qué hacer con los 
cánones mineros, realizaré algunos comentarios sobre un material muy interesante que envié, vía 
correo electrónico, a todos los señores Senadores. 


Si bien tendríamos que discutir la visión general de la problemática -tema que habría que 
analizar a la hora de considerar el Presupuesto- adelanto que el material a que aludo tiene que ver con 
una teoría económica -es decir que no está relacionado con lo mío, que es la ingeniería, pero es un 
asunto muy interesante- que, en buena medida, analiza la salud de las economías en cuanto a sus 
características por tener sectores de mayor valor agregado y que, por tanto, generan más estabilidad 
de crecimiento en países en desarrollo o, incluso, en un nivel inferior. Se trata de un proyecto 
elaborado por egresados, no recuerdo si de la Facultad de Ciencias o de la de Ciencias Económicas y 
de Administración, con el apoyo de la Dirección Nacional de Industrias, en el que hacen un estudio de 
países similares a los nuestros -verán que están analizados los casos de Turquía, Chile, Nicaragua y 
Perú- no porque produzcan lo mismo, sino por la participación de productos primarios -es decir, de 
agroindustrias o de productos extractivos, minerales- en la composición de su economía. Tomando en 
consideración las cercanías y lejanías, así como ciertos índices, se analiza si un país, de acuerdo con 
su estructura económica y las actividades y capacidades que desarrolla, está más cerca o más lejos de 
avanzar hacia un desarrollo sustentable menos vulnerable a las crisis internacionales o a situaciones 
cíclicas. 


Lamentablemente, no hay datos interesantes. Este tema lo hemos discutido y, en buena 
medida, lo tenían claro, por lo menos, los anteriores gobernantes chilenos. Chile no es un país que 
esté bien en ese sentido porque, si bien ha desarrollado una importante industria agroalimentaria y 
extractiva por el lado del cobre, no ha logrado generar una cadena de desarrollo de valor y de 
industrialización que realmente le dé sustentabilidad. Justamente, lo que aquí se analiza es que, 
históricamente, los países que tienen desarrollo de las cadenas extractivas o agroalimentarias, sin 
agregar valor y transformación, generalmente recorren ciclos, pero caen periódicamente en crisis y es 
así que pasan de períodos de altos precios a períodos de profunda crisis. 


Me pareció muy interesante este trabajo. Concurrí a su presentación y ahí el tema me resultó 
mucho más digerible que el documento que les mandé. Por lo menos, invito a los señores Senadores a 
leerlo y a intercambiar información sobre el desarrollo productivo e industrial, en particular. 


DOCUMENTO DE TRABAJO "TRANSFORMACIÓN ESTRUCTURAL Y CONVERGENCIA: 
EVIDENCIA COMPARADA PARA URUGUAY Y OTROS PAÍSES ESPECIALIZADOS EN BIENES 
INTENSIVOS EN RECURSOS NATURALES" 


Correspondería pasar a considerar el único punto que figura en el orden del día: “Carpeta N 
194/2010. Código de Minería. Se modifica el artículo 45 del decreto-ley N* 15.242, de 28 de diciembre 
de 1961. 


SEÑOR HEBER.- Sobre este proyecto de ley hay un comparativo en el que se puede observar la 
propuesta del señor Senador Abreu -que se planteó en la Cámara de Representantes y creo que 
también en esta Comisión- referente a la división del canon, estableciendo un 50% para los Gobiernos 
Departamentales y un 50% para los Gobiernos Nacionales. Actualmente, se destina al Estado el 2% 
durante los primeros cinco años. En el proyecto de ley se instrumenta que en los primeros cinco años 
ese porcentaje sea del 1% para el Gobierno Nacional y del 1% para el Gobierno Departamental. Al 
respecto, no tenemos muy claro -quizás el Presidente de la Comisión nos pueda informar sobre este 
tema- qué destino se le da al canon. No sabemos si ese monto es para promover la minería o termina 
en Rentas Generales. Estimo que si ocurre esto último, lo que se recauda en cada actividad se debería 
destinar a promoverla, como podría suceder en el caso de la minería, que es un tema tan importante 
para el Uruguay. Lo cierto es que los Gobiernos Departamentales gastan mucho en este tipo de 
explotaciones, tales como caminería, ampliación de la electrificación, energía, etcétera. En suma, se 
trata de una infraestructura que brindan los Gobiernos Departamentales, porque están interesados en 
la mano de obra, aunque no lo hacen porque tengan un beneficio de explotación. En definitiva, con 
esto se generaría justicia. Además, recuerdo que cuando el señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería estuvo presente en la Comisión, no se opuso a estudiar el tema. Acá, por lo menos, hay una 
propuesta de inicio y de discusión, más allá de que quizás este no sea el porcentaje a establecer. 
Incluso, si se quiere, podríamos corregir algo más del Código minero, en lo que tiene que ver con el 
canon. El Poder Ejecutivo había anunciado un proyecto de modificación del Código minero, pero en 
este momento se está discutiendo y elaborando. En todo caso, esta propuesta podría generar esa 
posibilidad. Por otro lado, el artículo modifica el 3% en los años siguientes, después de los primeros 
cinco años; en vez de que el 3% vaya al Estado Central, se divide en 1,5% y 1,5%. El criterio siempre 
es el mismo: la mitad en lo departamental y la mitad en lo nacional. Hay que considerar también el 
canon de producción, en el que también figuran modificaciones. 


Nosotros creemos que es un acto de justicia descentralizadora. Por ejemplo, tuvimos 
bastante intervención en la explotación minera de Rivera para llevar la energía eléctrica, prestar 
máquinas -porque al inicio no se trajo la enorme maquinaria para dar el punto inicial- y donde la 
Intendencia hizo un gasto muy importante en infraestructura. Entonces, es una pena que no quede en 
el departamento por lo menos la mitad de lo que se paga al Estado, cuando va directamente a resarcir 
los gastos que los Gobiernos Departamentales realizan para atender este tipo de explotación. 
Presentamos este criterio, que no es nada complicado, porque ya en la discusión del tema vimos que 
había percepción y buena aceptación de esta idea por parte del Gobierno. Propuse, entonces, no 
demorarnos en la presentación del proyecto de ley y el señor Senador Abreu lo redactó, aunque 
lamentablemente no está presente en este momento. El criterio es casi el mismo y me alegra que el 
señor Presidente lo ponga a discusión, porque por lo menos avanzamos en esa dirección. Será este 
acuerdo u otro, pero lo importante es que desarrollemos un concepto que consideramos bueno por la 
descentralización y equidad que ofrece en materia de esfuerzos. 


Quiero agregar que nos ha llegado de la Cámara de Representantes un proyecto de ley 
elaborado por el señor Representante Enciso, lo que significa que esta idea no es exclusiva de los 
señores Senadores; dicho Representante había estado preocupado por este tema y planteó una 
iniciativa -no recuerdo cómo manejó los porcentajes- que es de justicia mencionar. 


SEÑOR CARDOSO.- Es el actual Intendente. 
SEÑOR ABREU.- Exacto, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pareció interesante discutir este tema porque creo que es un buen 
momento para hacerlo. Entiendo que hay que ponderarlo un poco más y también ver bien quién recibe 
esos fondos. Se trata de una problemática que en base a la propuesta del Partido Nacional generó 
discusión, reflexión y hasta la comunicación con actores municipales y de las alcaldías vinculadas. 


En cuanto a la ponderación, creo que quizás establecer mitad y mitad es un poco exiguo 
porque buena parte del gasto tal vez sea más global, más de la nación; por ejemplo, la electrificación - 
que quizás insuma buena parte del gasto- y las vías de salida se relacionan más directamente a la 
nación que al departamento. Es un tema discutible y podemos hacer una aproximación; creo, incluso, 


que no debe ser lo mismo en un proyecto que en otro. Lo que me queda claro es que determinados 
costos son nacionales. Hoy el canon va para Rentas Generales. En el pasado iba prácticamente mitad 
y mitad a alimentar la cuenta de proventos del Ministerio de Industria, Energía y Minería, mientras que 
la otra era para alimentar las cuentas generales. Esto es parte de las cosas que cambié cuando fui 
Ministro; entendí que había que incorporarlo al sueldo y que no se debía tener algo por provento. 
Además, la extracción minera, el papel de la Dirección de Minería, inicialmente tuvo cierto valor, pero 
no podemos decir que luego haya sido tan importante. Así que eso va a Rentas Generales y en ese 
sentido, tiene lógica que una fracción se destine a gastos de inversión eléctrica e infraestructura, ya 
que forman parte de los gastos del Gobierno Nacional. Recuerdo que cuando se presentó este tema 
anuncié que iba a hablar con los Ministros involucrados, es decir, de Industria, Energía y Minería y de 
Economía y Finanzas; luego mantuve conversaciones con el Ministro Lorenzo y con el señor 
Subsecretario, Economista Pedro Buonomo. En realidad, justamente habría que buscar cómo ponderar 
esos porcentajes. En mis recorridas por el interior, pude observar que el problema surge a nivel de las 
alcaldías, porque la gente de allí dice que si se enfoca hacia lo departamental, en el interior, donde 
tienen el problema, no van a ver un solo peso. 


Creo que más o menos tenemos claro el planteo en cuanto a que, en cada una de las 
etapas, se vuelque la mitad del canon para el Gobierno o Rentas Generales, y la otra para las 
Intendencias. En lo personal, pienso que habría que analizar los números ya que, en realidad, buena 
parte de la inversión la hace Rentas Generales, como electrificación, rutas o logística. Pero luego de 
discutir ese tema -de repente, fijando criterios o intercambiando ideas con los Ministros para ver de qué 
forma ponderarlos- quizá sea viable estudiar alguna parte específica. Estuve hablando con la gente de 
las alcaldías, por ejemplo en Minas de Corrales, y ellos decían que si se le da a la Intendencia de 
Rivera no van a ver un peso. Entonces, hay que reflexionar sobre esto e ir encontrando procedimientos 
que puedan más o menos ponderar cuánto corresponde. Creo que no solo hay que tener en cuenta los 
gastos que haga el Gobierno, sino que el subsuelo es un bien nacional. No me parece mal que algo 
vaya a Rentas Generales y esta lo pueda aprovechar. 


Me interesaba abrir este debate para intercambiar ideas, aunque hoy no podamos definir el 
tema. También hay que analizar si esto le corresponde a la Intendencia o a las alcaldías vinculadas. No 
sé qué ocurre en el caso de Cerro Chato, ya que abarca tres departamentos. 


Por lo tanto, creo que se trata de una serie de temas que habría que estudiar; primero, qué 
porcentaje debe establecerse -al menos en una primera instancia, pienso que debe ser menos del 
50%- y, segundo, quiénes son los destinatarios. Me parece interesante comenzar a avanzar sobre la 
discusión de estos puntos. 


SEÑOR GAMOU.- Cuando planteamos en un proyecto de ley determinados niveles de alícuotas, 
siempre tenemos una tendencia a ir hacia los enteros -no digo que esto sea lo que plantea el señor 
Senador Abreu- pero, en realidad, la matemática nos da más posibilidades. Por ejemplo, de ese 5%, 
hoy un 2% es para el canon estatal y un 3% es de participación para el propietario del predio 
superficial. Entonces, yo pediría analizar si, de repente, en lugar de hablar de porcentajes enteros se 
puede expresar cero y fracción, porque eso nos permitiría no solamente tocar el porcentaje que el 
Gobierno Central tiene que dar a favor del Gobierno Departamental, sino también lo que le 
corresponde al propietario del predio superficial. La concepción que tengo del Derecho es bastante 
progresista: a medida que la realidad va cambiando también tienen que cambiar las leyes. Pero me 
parece que establecer porcentajes le quita seguridad jurídica al país. Por esa razón, pienso que lo 
mejor sería que se realizara una buena discusión sobre este tema. Por ejemplo, se podría plantear un 
0,25% para el propietario durante el primer año y un 0,50% para el Gobierno Central; tal vez esta 
podría ser una solución. Entonces, mi primera reflexión sería no sujetarnos a que los porcentajes 
necesariamente deben ser en números enteros. 


Mi segunda reflexión se refiere a una concepción fiscal, que no tenía antes pero que aprendí. 
Creo que el Uruguay debe huir cada vez más de las rentas afectadas porque -creo que ese fue el 
fundamento de la intervención del señor Presidente- cuando el Estado uruguayo gasta dinero lo hace 
en un sentido global. Quizá no sería posible tener una explotación minera en un departamento de la 
República si, con gastos del Gobierno Central, no se hubiera desarrollado determinada política. Insisto 
en que todo lo que sea “renta afectada” me rechina un poco. Pienso que es bueno plantear este tema y 
reitero que uno de los grandes prejuicios de los que debemos desprendernos “prima facie” es el 
relativo a la utilización de números enteros en los porcentajes. 


Todos los que pertenecemos a algún partido político hemos hecho maravillas con los 
decimales y deberíamos hacerlas también ahora, que tenemos que legislar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer un comentario para complementar la exposición. En principio, 
quiero señalar que no soy proclive a marcar porcentajes sobre explotaciones porque muchas veces un 
8% en producción puede significar poco y, en otros casos, puede ser mucho. Por ejemplo, en 
Corumbá, donde la concentración de hierro es de un 80%, seguramente el 8% sea poco pero, sin 
embargo, en otro lugar donde la concentración del hierro es de un 10%, -estoy citando situaciones 
extremas que generalmente no ocurren- ese 8% es mucho. Por lo tanto, considero que la solución está 
por el lado de la renta. Pero si en algún momento cambiamos, valdría ponderarlo; insisto en que es 
justo que un porcentaje se destine a Rentas Generales porque beneficia al conjunto de los uruguayos y 
no es simplemente para reinvertir en el proyecto. Hay que recordar que casi todos estos proyectos 
tienen exoneraciones impositivas por diez años o más y que, al no recaudar, el Estado deja de 
alimentar las arcas generales. Es más, como el Estado es el que realiza las obras de infraestructura, 
creo que debe obtener bastante más del 50%. Pero esto deberíamos ponderarlo; inclusive, llegado el 
momento -insisto- no sé si no me inclinaría por algún tipo de Impuesto a la Renta, IRIC u otro similar 
que se ajuste más a las ganancias reales que se obtengan, porque es más simple determinarlo en 
función del resultado económico de la empresa. Esto reflejaría con más claridad la situación porque 
puede suceder que la persona gane mucho y, entonces, se recibe más que si no le va bien. Por 
ejemplo, la empresa minera señaló que, cuando el oro estaba a más de US$ 300, tuvo que poner 
capital para mantener la explotación -hoy el valor oscila entre US$ 900 y US$ 1.000-; por lo tanto, si 
el cálculo se hace en base al Impuesto a la Renta, al IRIC, la ganancia tal vez sea menor o quizá ni 
exista. 


Este es otro tema en el que cada uno de nosotros puede reflexionar. 


Por otra parte, quizás habría que pensar un poco más en quienes viven en la zona porque, en 
definitiva, son los que reciben el mayor impacto de la extracción minera. Por ejemplo, quienes conviven 
en un lago con cianuro son los habitantes de Minas de Corrales y no los de Rivera. Si bien allí tienen la 
geomembrana y la Dinama controla los suelos alrededor, quienes conviven con un lago con cianuro 
son las personas que viven en la localidad de Minas de Corrales. 


SEÑOR ABREU.- Quiero aclarar que la idea era empezar con esto de la forma más simple posible, 
puesto que modificaciones muy profundas podrían generar una alteración en el sistema actual. En 
realidad, según la normativa vigente, el Estado lleva un porcentaje y con esto se intenta que divida 
para que el Gobierno Departamental también reciba una parte. Destaco que esto no tiene como 
objetivo solamente la actividad minera, que puede estar concentrada en una de las zonas del 
departamento y que abarca las canteras y todas aquellas áreas que pueden estar mucho más 
desarrolladas. Reitero que la intención es manejar esto de la forma más simple posible para ir 
ayudando a los departamentos para que, si surge una actividad minera -con todo lo que implica el 
desarrollo de esa actividad en un departamento- puedan contar con recursos para ir mejorando su 
infraestructura, su caminería rural, que siempre tiene que hacerse con el presupuesto departamental. 
Como sabemos, todo lo relativo a la maquinaria departamental es un tema complicado, sobre todo 
cuando se trata de una determinada cantidad de empresas mineras. Entonces, la idea es hacer algo 
bien simple, sin tocar lo que pueda corresponder al superficiario y sin modificar ninguno de los 
porcentajes. En realidad, lo cierto es que hoy no sabemos cuánto percibe el Estado por esto y 
tendríamos que buscar alguna información sobre cuánto se ha recaudado hasta ahora o se está 
recaudando hoy, sin perjuicio de la variación que pueda provocar la actividad minera que, sin duda, 
afectará mucho, ya que está generando impulsos en muchas áreas. 


En síntesis, la intención es ir aproximándonos de a poco a este tema, aunque teniendo en 
cuenta las necesidades de los Gobiernos Departamentales. Quizá podrían analizarse criterios sobre 
cómo condicionar la afectación del recurso a la propia contraprestación de la actividad, ya que algunas 
veces se tienen los recursos pero puede suceder que las alcaldías pidan que se les otorguen fondos o 
que estos dineros sean destinados a cualquier otra cosa, pero no como complemento para satisfacer 
las demandas que se generan como consecuencia de la actividad minera. Reitero que la idea es 
hacerlo de la forma más simple posible, manteniendo los porcentajes y dividiendo los montos entre el 
Gobierno Departamental y el Gobierno Central. Obviamente, se pueden buscar criterios de todo tipo, 
incluso decimales, pero la intención es llegar a una aproximación. Quizás haya que analizar los montos 
pero, de todos modos, destacamos que estamos abiertos a cualquier tipo de propuesta porque lo 
importante es que los Gobiernos Departamentales tengan un recurso adicional. 


Hay departamentos como, por ejemplo, Maldonado, en los que se desarrolla una gran 
cantidad de actividad minera porque hay canteras de todo tipo y por eso se requieren caminos 
vecinales muy importantes para que esto se desarrolle. Sabemos que este no es un tema fácil y 
quisimos plantearlo de la forma más simple posible, para empezar a trabajar en él. 


SEÑOR GAMOU.- Estoy de acuerdo con el señor Senador Abreu en el sentido de que esto hay que 
hacerlo de la forma más simple posible. Sin embargo, el señor Senador -que de esto sabe mucho más 
que quien habla- debe reconocer que quizá, buscando ese gris entre un entero y un decimal, en una 
etapa de transición en la que hay una escala y haciendo pie en este proyecto de ley, tengamos una 
buena oportunidad de solucionar otros problemas que vamos a estar analizando cuando se discuta el 
Presupuesto nacional. De todos modos, creo que lo mejor es hacerlo de la forma más simple posible. 
Además, se tendría en cuenta lo que mencionaba el señor Presidente de la Comisión con respecto a 
las alcaldías; quienes viajamos frecuentemente al interior, hemos podido advertir que es un tema que 
preocupa muchísimo a algunas localidades. 


SEÑORA DALMÁS.- He escuchado atentamente las consideraciones y, en primer lugar, debo decir 
que me parece interesante el concepto de dividir el canon para que recauden Rentas Generales y los 
Gobiernos Departamentales, en el entendido de que a estos también se les generan gastos. Por otra 
parte, quiero hacer un paréntesis para decir que, según se me informó, los presupuestos de las 
alcaldías -me refiero a los recursos- serán enteramente de cargo de los Gobiernos Departamentales a 
partir del Presupuesto quinquenal. De todos modos, hasta no tener información sobre si la idea es 
ponderar de forma diferente -el señor Senador Abreu se refirió al tema- de acuerdo con una 
aproximación del porcentaje de los gastos que penden sobre los hombros de unos y otros, no me 
atrevería a opinar. Sí podría hacerlo sobre el criterio de la división, que me parece interesante porque 
Rentas Generales debe recaudar, y tal vez sea atendible y deseable establecer un porcentaje. De 
todos modos, hasta no contar con más información, no podría opinar más que sobre el criterio. No sé si 
esa información está encaminada, pero sería interesante tratar de recabarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que durante la discusión del Presupuesto tendremos más tiempo para 
analizar esto. Es más, si les parece podríamos llamar en algún momento al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, pero me gustaría agregar otros temas para esa oportunidad. De pronto se 
podrían ir haciendo algunos intercambios, para luego reunirnos con el señor Ministro, más cerca de la 
instancia del Presupuesto, contando con esa información de los presupuestos locales que mencionaba 
la señora Senadora Dalmás y otros puntos, tales como el de las políticas sectoriales, recursos y 
demás. En lo que a mi respecta, pertenezco a la Comisión de Presupuesto, pero no sé si la integra 
algún otro miembro de esta Comisión. Me acota el señor Senador Heber que él también. 


SEÑORA DALMÁS..- Integro la Comisión de Presupuesto y la de Hacienda. 
SEÑOR ABREU.- Yo soy miembro de la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Me pareció buena la introducción al debate en este tema. Puedo 
informar que estuve intercambiando comentarios sobre el tema con el Subsecretario de Economía y 
Finanzas, Pedro Bounomo. 


SEÑOR ABREU.- Me parece bueno ir recabando información -quizás el señor Ministro lo pueda hacer- 
incluso sobre la distribución de la actividad minera en cada departamento y respecto de las 
perspectivas de dicha actividad, así como las proyecciones de nuevas iniciativas que puedan existir; en 
realidad no sabemos qué montos se han manejado, qué se ha recaudado ni cuáles son las 
proyecciones. 


Pienso que quizá deberíamos reunir algunos otros asuntos para que el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería no venga solamente por este motivo. A modo de ejemplo, hay dos temas 
que me causan gran preocupación, sobre los cuales se tomó resolución en el día de ayer en la Cumbre 
del Mercosur: la administración del acuífero Guaraní, que se propone que se haga en forma conjunta, 
aunque todavía no se han obtenido resultados -entre otras cosas, porque uno de los países no tiene 
mucho interés en compartir el agua o en verse limitado en su uso- y el acuerdo bilateral argentino- 
brasileño sobre radioisótopos. Se trata de un acuerdo de cooperación, no para la utilización de energía 
nuclear, sino para una inversión de US$ 500:000.000. Por ejemplo, nosotros utilizamos radioisótopos 
para seguimiento en la bahía de Montevideo y en algunos otros lugares, cuyo alcance el señor 


Presidente conoce bien. ¿Cómo podemos participar en ese tema nuclear que no tiene que ver con la 
generación de energía? Estamos hablando de analizar de qué manera podríamos insertarnos en ese 
circuito, teniendo en cuenta que se manejan cientos de millones de dólares entre Argentina y Brasil. 


Otro tema que pienso que habría que abordar tiene relación con las políticas sectoriales. 
Personalmente, me gustaría tener información acerca de los porcentajes de avance de determinadas 
cadenas de producción y de cómo lo evalúa el Poder Ejecutivo luego de haber sido aprobada en la 
Legislatura pasada una ley sobre competencia. 


Estoy planteando todos estos temas no para generar discusión, sino a modo de prevención o 
anticipación. Otro punto importante lo constituyen las detracciones que quedaron vigentes respecto a 
Argentina. Habría que ver qué impacto puede tener esta medida si es de carácter permanente. Es 
decir, deberíamos tener un panorama sobre este tema, que va avanzando con una línea de inversión 
muy clara. 


Hace pocos días estuve en Asunción... 
(Intervención fuera de micrófono) 
(Dialogados) 


-Todos estos temas deberían ser analizados con una visión estratégica. Por ejemplo, en lo 
que tiene que ver con el acuífero Guaraní, tenemos que ver en qué situación nos encontramos y qué 
actitud política toman otros países del Mercosur, porque me parece que sobre este punto aprobaron 
algo que es muy importante. 


Como dije, la intención es plantear al señor Ministro otros temas, que no solamente se 
circunscriban a la minería y a la geología, a los efectos de ver cuál es la visión sectorial, que tanto nos 
preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que deberíamos esperar a ver cómo avanza la elaboración del 
proyecto de ley de presupuesto, porque ahí hay muchas puntas de la madeja. Algunos de los temas 
que planteó el señor Senador Abreu son más de estrategia global, y el Presupuesto refleja, en buena 
medida, visiones estratégicas. Creo en las políticas transversales pero mucho más en las sectoriales. 
Por tanto, me interesa ver qué incluye el Presupuesto, qué pasa con la Agencia Nacional de Desarrollo 
y con el fortalecimiento de las políticas sectoriales que comenzaron a aplicarse en los últimos dos años 
del Período pasado. 


En consecuencia, cuando tengamos un paquete interesante, haremos la convocatoria. Creo 
que habría que invitar a los Ministros de Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería 
porque, sin duda, estos temas involucran a ambas Carteras. 


SEÑOR ABREU.- También existe un proyecto relacionado con el sector automotor. Por ejemplo, me 
acaba de llegar una invitación para la inauguración de una planta relacionada con los coches Kia y hay 
otros interesados en aquellos de origen chino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El acuerdo automotor se renueva cada año y, además, tiene convergencia. 

Como recordarán, el acuerdo automotor que firmamos con Brasil implica la convergencia hasta la 

equiparación del circuito comercial. De ahí la explicación de por qué se da el crecimiento notable en 

esta área. Teóricamente, entre los años 2011 y 2012 deberemos estar entre los US$ 400:000.000 y los 
US$ 500:000.000; de lo contrario, lo que viene de allá paga el 18%. 


SEÑOR ABREU.- Incluso, además de la política automotriz, hay que tener en cuenta la cadena de 
cueros, es decir, cómo se está manejando el sistema del reintegro -que es el 10%- qué tipo de 
cadencia va a tener y si se va a cortar o no; esto es distinto a la devolución de impuestos. 


También hay que pensar en la industria azucarera. Habría que recabar información sobre 
cómo estamos, por ejemplo, en productividad. Inclusive, ahora que estamos en coparticipación, nuestro 


Director de Ancap estaba tratando de ver de qué manera afrontaba la responsabilidad y si iba a estar o 
no en el Directorio de ALUR. 


Todo esto nos sirve para ir ejercitándonos, porque a veces los temas nos llegan y, como son 
tan complejos, terminamos legislando sobre la marcha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería bueno que enviáramos estas inquietudes a los Ministros de 
Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería. Por otro lado, le solicitaríamos al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería un resumen de la evolución de los cánones mineros, su cobranza y 
distribución geográfica. 


Si estamos de acuerdo, procederíamos de esa manera. 


SEÑOR HEBER.- En la exposición del señor Presidente se dijo que se había eliminado la posibilidad 
de que estos recursos de minería fueran como proventos del Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo va a Rentas Generales. 
El sistema era bastante perverso. 
SEÑOR HEBER.- Coincido con la medida. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 49 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


